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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / VINCULACIÓN DE UN TERCERO / IMPROCEDENTE POR FALTA DE INTERÉS / COMPETENCIA A PREVENCIÓN / DEMANDA PREMATURA.
… el artículo 37 del Decreto Ley 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, es la pauta normativa determinante para dilucidar cuál es el Juez Constitucional competente para tramitar la solicitud de amparo que se ha puesto en su conocimiento en determinado momento: “Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”.

El artículo citado en precedencia, como de vieja data se conoce, lleva implícita una regla de competencia “a prevención”, la cual nos quiere indicar en términos prácticos, que cualquier autoridad judicial estaría habilitada para impartir justicia en el caso concreto…
… la Sala advierte que, pese a lo dicho por la parte accionante en su escrito inicial, no se hacía visible la necesidad de vincular a la Procuraduría General de la Nación, toda vez que los hechos que supuestamente estaban quebrantando los derechos fundamentales reclamados tenían que ver con la omisión de respuesta a un derecho de petición que se radicó a instancias del ICBF y nunca ante el Organismo de Control mencionado…
… los hechos aludidos por la parte accionante, confrontados con lo que que explicara la accionada en su ejercicio de defensa, revelaron que no tuvo lugar en momento alguno la vulneración a dicha prerrogativa, por cuanto la accionante radicó derecho de petición ante el ICBF el 5 de noviembre de 2020 y sin que se hubiera vencido el plazo ordinario consagrado en el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, ni mucho menos el extraordinario del artículo 5º del Decreto 491 de 2020, decidió acudir a los cauces de una acción de tutela para que, sin ningún tipo de justificación, una autoridad judicial concediera de manera alternativa o paralela aquello que ella pretendía lograr con el ejercicio del derecho de petición…
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a pronunciarse en torno a la impugnación promovida por parte de la señora ANYI LORENA ARANGO CASTAÑO y su menor hija L.D.G.A, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de la ciudad, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional instaurada por la recurrente en contra del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Refirió la accionante que el día 3 de noviembre de 2020, radicó ante el ICBF un poder para que se le concediera a la menor L.D.G.A un espacio con el abogado León Moreno Arenas, con el fin de realizar una entrevista en compañía del equipo interdisciplinario de ese Instituto y un funcionario de la Procuraduría General de la Nación, en ejercicio de sus derechos fundamentales de defensa y contradicción dentro de un proceso administrativo de restablecimiento de derechos que se sigue en favor de la aludida menor de edad; sin embargo, a la fecha de interposición de la tutela no había recibido ninguna respuesta. 
Por otro lado, aseveraron que la madre Anyi Lorena y su hija LDGA no han tenido la oportunidad de entrevistarse personalmente desde el 24 de marzo de 2020 por orden del ICBF. 

PRETENSIONES:
Acorde con lo anterior, las accionantes pidieron que se ordene al ICBF y a la Procuraduría General de la Nación, como garante de los derechos fundamentales, se garanticen los espacios necesarios para que su abogado lleve a cabo las entrevistas necesarias con la menor, sin que sea necesario cada vez acudir a una acción de tutela. Además, se le ordene al ICBF suministrar un número de contacto directo con la Defensora de Familia para tener una comunicación directa con ella, pues en el correo electrónico al que siempre escriben no se les ofrece nunca respuesta. 

ANTECEDENTES PROCESALES:
1. El Despacho sustanciador profirió auto admisorio
 dentro del presente asunto, en el que ordenó correr traslado a la Procuraduría General de la Nación Regional Risaralda y el ICBF Regional Risaralda, para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. Más adelante ordenó la vinculación oficiosa de la Defensoría de Familia ICBF Zonal
 Dosquebradas 
2. Dentro del término de traslado, la Directora (E) Regional del ICBF, Dra. Ángela Inés Noreña Puerta, presentó un escrito
 en el que expuso que el abogado Hernando Moreno, apoderado de las accionantes, ha presentado diversas peticiones, acciones de tutela y Hábeas Corpus. Ahora, en lo que tiene que ver con los hechos de la presente acción, dijo que la solicitud a la que se hace alusión fue radicada el 5 de noviembre de 2020 en el aplicativo SIM del Centro Zonal de Dosquebradas, y tiene que ver con un proceso administrativo de restablecimiento de derechos adelantado en favor de la adolescente LDGA, y que ese mismo día se le informó a la peticionaria Anyi Lorena Arando que se le ofrecería una respuesta en los términos de ley, aclarando que el plazo de 30 días hábiles para ello (según el # 2 del artículo 13 de la Ley 1755 de 2015), no se encontraba vencido a la fecha de interposición de la tutela. 
Por su parte, la Dra. Inés Yamel Buriticá Sánchez, Defensora de Familia, reconoció que la señora “Angie” Lorena Arango, progenitora de la adolescente LDGA, radicó ante la oficina de correspondencia del ICBF el escrito que aludió en el libelo, y fue remitido a ese lugar el 6 de noviembre de 2020, un día después de su radicación, por remisión que hiciera el Sistema de Información Misional SIM. 
La Defensora contextualizó en un informe acerca del proceso administrativo de restablecimiento de derechos de la adolescente, quien se encuentra con medida de protección en la Corporación Sirviendo con Amor, Institución que atiende víctimas de violencia sexual. 

También señaló que la progenitora de la menor se ha dedicado junto con el señor Hernando Moreno a obstaculizar el proceso de atención de todas las adolescentes que se encuentran en la Corporación Sirviendo con Amor, en donde ha hecho mitines, insultado a los funcionarios y agredido a las personas que atienden allí. 
Por último, dijo que la petición formulada se resolvería dentro de los términos de ley. 

3. Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primer nivel decidió
 no conceder la solicitud de amparo constitucional, al puntualizar que las accionadas no vulneraron los derechos fundamentales reclamados, pues si lo que motivó a la interposición de la tutela fue la ausencia de respuesta a un derecho de petición, debía tenerse en cuenta que los términos para dicho fin no se encontraban vencidos. 
4. Inconforme con la decisión de instancia, la parte accionante presentó dentro del término legalmente previsto escrito de impugnación
 en el que pidió inicialmente que se decrete una nulidad, por cuanto en el trámite no se vinculó a la Procuraduría General de la Nación.
De igual manera, dijo que el Despacho A Quo no tuvo en consideración el principio de interés superior de los niños, lo que reprocha abiertamente porque el fallador es precisamente un Juzgado de Adolescentes. 

Argumentó que el fallador de primer nivel desconoció que el derecho a la defensa lo obtiene de forma inmediata cualquier persona mayor de edad, luego no debe coartársele a un menor. 

Finalmente, sostuvo que, según los parámetros del Decreto 1983 de 2017, el Despacho de instancia no debió asumir el conocimiento de este trámite por carecer de competencia para ello. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
· Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala de decisión, en primer lugar, si el fallo de primer nivel se encuentra viciado de nulidad por no haberse vinculado a la Procuraduría General de la Nación, y por carecer el A Quo de competencia para haberla tramitado, según las reglas de reparto consignadas en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017. Pero, de encontrar que tales causales de nulidad no tuvieron ocurrencia, deberá establecerse el grado de acierto de la decisión objeto de impugnación.  

· Solución: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial estatuido para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

Como se anunció a partir del planteamiento del problema jurídico, la Colegiatura tiene en esta ocasión el deber de determinar, en primera medida, si en el fallo de primer nivel se incurrió en algún error de tipo procedimental que incida para la declaratoria de nulidad del aquel y, en consecuencia, cierre las puertas para realizar un estudio frente al debate que en realidad originó la interposición de la presente acción de tutela. 
Entonces, el primero de los reparos que la recurrente formula en materia del trámite procesal adelantado en primera instancia, tiene que ver con el hecho de no haberse vinculado en este asunto a la Procuraduría General de la Nación, lo que adicionalmente, de haberse previsto, hubiese cambiado, según se interpreta del escrito, la competencia de ese Despacho para conocer de este trámite, según las reglas de reparto previstas en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017. 
Sobre el particular, hemos de decir que los Jueces de tutela, en efecto, ostentan un indiscutible deber de integrar en debida forma el contradictorio cuando un asunto es puesto bajo su conocimiento, aun cuando la parte accionante no llegara a especificar quiénes serían los llamados por pasiva y terceros con interés legítimo; dicha gestión se lleva a cabo a partir del mismo escrito introductorio, en el que la judicatura descubre los primeros datos para determinar cuáles serían esas personas o autoridades imprescindibles para poder dar solución a los planteamientos del libelista, y, en otras ocasiones, ello se desprende de las intervenciones que hacen aquellos que fueren llamados al inicio. En este caso, se insinuó por parte de las recurrentes que la indebida conformación del contradictorio incidió para que se alterara la competencia del Juez, porque, según lo consagrado en el numeral 3 del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, muy seguramente, de haberse llamado como vinculada a la Procuraduría General de la Nación, debía en primera instancia haber conocido de este trámite alguno de los Tribunales del Distrito Judicial, el Superior o el Contencioso Administrativo. Sin embargo, a partir de este momento la Sala debe anunciar que no le concederá la razón a la impugnante, pues la supuesta falta de competencia que se alegó en la alzada, en este asunto no tuvo ocurrencia, por las siguientes razones: 

1. Como punto de partida, debemos mencionar que el artículo 37 del Decreto Ley 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, es la pauta normativa determinante para dilucidar cuál es el Juez Constitucional competente para tramitar la solicitud de amparo que se ha puesto en su conocimiento en determinado momento: “Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”.
El artículo citado en precedencia, como de vieja data se conoce, lleva implícita una regla de competencia “a prevención”, la cual nos quiere indicar en términos prácticos, que cualquier autoridad judicial estaría habilitada para impartir justicia en el caso concreto. De igual manera, cabe aclarar que la Corte Constitucional ha sido enfática y reiterativa al sostener, a partir del Auto 050 de 2015, que las reglas de reparto consignadas en el entonces Decreto 1382 de 2000, posteriormente modulado por el Decreto 1983 de 2017, de ninguna manera delimitan la competencia de los despachos judiciales para estos menesteres, principalmente porque es esta una regulación normativa de menor jerarquía con respecto al Decreto Ley 2591 de 1991.
Desde ese punto de vista, es factible concluir que, de entrada, el Juzgado de primera instancia no se encontraba habilitado para declarar su falta de competencia, en el hipotético caso de haber considerado que carecía de esta. 

2. Aunado a lo anterior, debemos recordar aquella premisa que se erige como regla de orden lógico para acudir a la acción de amparo, y es que quien la promueve, lo hace frente a aquella autoridad o persona que presuntamente desconoció o amenazó con vulnerar sus derechos fundamentales, no olvidemos la base estructural del artículo 5º del Decreto 2591 de 1991: “La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2 de esta ley…”. 
En concordancia con lo dicho arriba, en el Sub examine, la Sala advierte que, pese a lo dicho por la parte accionante en su escrito inicial, no se hacía visible la necesidad de vincular a la Procuraduría General de la Nación, toda vez que los hechos que supuestamente estaban quebrantando los derechos fundamentales reclamados tenían que ver con la omisión de respuesta a un derecho de petición que se radicó a instancias del ICBF y nunca ante el Organismo de Control mencionado, acorde con ello, en últimas, la autoridad llamada a pronunciarse sobre el debate para obtener una explicación centrada en ese problema jurídico era aquella ante la cual se presentó la solicitud de marras; aún con todo, el Despacho A Quo sí vinculó a la Procuraduría a nivel Regional.  
3. De igual manera, si en gracia de discusión aceptáramos la teoría propuesta por la recurrente, y en últimas se diera aplicación del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, se debería tener en cuenta que en la Procuraduría General de la Nación, que NO el Procurador en sí mismo, es una entidad del orden NACIONAL, y a la luz del numeral 2º del artículo de marras, la competencia para conocer, según las mentadas reglas de reparto, seguiría siendo un Juzgado con categoría de CIRCUITO: “Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría”.
Lo dicho hasta ahora quiere decir que en esta ocasión, definitivamente no se incurrió en la causal de nulidad que alega la impugnante.

Descendiendo al segundo de los problemas, considera la Sala que, según aquellos planteamientos que se redactaron en el libelo, el Juez de tutela no estaba llamado a realizar un análisis relacionado con el derecho de defensa ni de la progenitora de la adolescente cobijada con una medida de protección en el proceso administrativo de restablecimiento de derechos, ni tampoco el de esta última, porque ciñéndose a los antecedentes fácticos, lo que debía el Togado determinar era si se estaba o no en presencia de una vulneración al derecho fundamental de petición, para así, tras constatar la veracidad de esas afirmaciones adoptar las medidas que encontrara pertinentes. 
Sucede, contrariamente, que los hechos aludidos por la parte accionante, confrontados con lo que que explicara la accionada en su ejercicio de defensa, revelaron que no tuvo lugar en momento alguno la vulneración a dicha prerrogativa, por cuanto la accionante radicó derecho de petición ante el ICBF el 5 de noviembre de 2020 y sin que se hubiera vencido el plazo ordinario consagrado en el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, ni mucho menos el extraordinario del artículo 5º del Decreto 491 de 2020, decidió acudir a los cauces de una acción de tutela para que, sin ningún tipo de justificación, una autoridad judicial concediera de manera alternativa o paralela aquello que ella pretendía lograr con el ejercicio del derecho de petición, lo que no resulta válido desde ningún punto de vista.   

En ese orden de ideas, la Colegiatura considera que la decisión de primer nivel fue acertada, máxime cuando de conocimiento público es la existencia de la potestad de las autoridades administrativas como el ICBF y las Comisarías de Familia, creadas legalmente para “propender y fortalecer la integración y el desarrollo armónico de la familia, proteger al menor de edad y garantizarle sus derechos”
, así, aquellas tienen la competencia, la aptitud y la idoneidad, atribuida por la ley, para iniciar de oficio las actuaciones e investigaciones que consideren pertinentes cuando tienen noticia acerca de una amenaza o vulneración a los derechos de un menor, en incluso tomar decisiones urgentes y previas como la que solicita en esta ocasión la accionante.  

Es por lo anterior que la Sala considera acertada la decisión de primer nivel, razón suficiente para ratificarla en su integridad. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en su Sala Nro. 7º de Decisión de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora ANYI LORENA ARANGO CASTAÑO y su menor hija L.D.G.A, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA

Magistrado
� Ver folio Nro. 9 del expediente digitalizado, que corresponde al Nro. 5 del cuaderno físico. 


� Ver folio Nro. 183 del expediente digitalizado, que corresponde al Nro. 95 del cuaderno físico.


� Ver folio Nro. 15 del expediente digitalizado, que corresponde al Nro. 9 del cuaderno físico.


� Ver folio Nro. 191 del expediente digitalizado, que corresponde al Nro. 101 del cuaderno físico. 


� Ver folio Nro. 200 del expediente digitalizado, que corresponde al Nro. 110 del cuaderno físico. 


� Ley 7 de 1979
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